Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:34). 


La comisión da la bienvenida al licenciado Carlos Díaz, secretario nacional para la Lucha 
contra el Lavado de Activos y el Financiamiento del Terrorismo. 


Queremos señalar que no vamos a omitir en la presentación el episodio de los llamados 
Panamá papers, ya que fue el detonante para la creación de esta comisión especial. 


Simultáneamente, el gobierno de la república ha remitido una serie de instrumentos. Algunos 
ya han pasado por el Senado; otros están en tratamiento en las comisiones de la Cámara de 
Representantes, y algunos otros han sido introducidos en la Rendición de Cuentas en materia de 
transparencia fiscal, intercambio de información tributaria y acciones de prevención de lavado de 
activos y financiamiento del terrorismo. 


Estoy seguro de que la Secretaría Nacional para la Lucha contra el Lavado de Activos y el 
Financiamiento del Terrorismo tiene mucho para intercambiar en esta comisión. 


Les damos la bienvenida al licenciado Carlos Díaz, secretario nacional, y a quienes lo 
acompañan: el contador Daniel Espinosa y la doctora Lorena Falabella. 


SEÑOR DÍAZ.- Agradecemos el privilegio de que nos hayan convocado para darles nuestro punto de 
vista sobre este tema. 


Señor presidente, señores representantes de la comisión especial con fines legislativos a 
partir de los llamados papeles de Panamá y jurisdicciones similares, para la prevención del fraude 
financiero, la defraudación y elusión fiscal, el lavado de activos y la transparencia global: hemos sido 
invitados a esta comisión especial a los efectos de exponer ante los señores senadores la posición de 
la Secretaría Nacional para la Lucha contra el Lavado de Activos y la Financiación del Terrorismo, con 
relación a la temática que ha sido abordada por esta. 


Sería conveniente establecer que cuando nos referimos a la situación generada por los 
denominados Panamá papers no estamos frente a un hecho nuevo, al menos para nosotros y, 
probablemente, para otros organismos que tengan como cometido el control de aspectos que hagan 
necesario conocer con certeza la identidad de las personas físicas o jurídicas que se encuentran 
involucradas en transacciones que afecten de alguna manera a nuestro país. 


En este sentido, cabe señalar que con fecha 29 de mayo de 1996 se instaló en nuestro país 
Mossack Fonseca and Company Uruguay S.A., filial de la firma Mossack Fonseca and Company, 
fundada en 1976 por Júrgen Mossack y Ramón Fonseca Mora. Esta firma tiene 44 filiales en todo el 
mundo, inclusive 9 en China. La mayor parte de la información filtrada corresponde al período 
comprendido entre los años 2005 y 2016. En el año 2006 el Fondo Monetario Internacional realizó una 
evaluación del sistema antilavado de activos y contra el financiamiento del terrorismo en nuestro país. 
Dicha evaluación se basó en las 40 recomendaciones contra el lavado de activos del año 2003 y en las 
9 recomendaciones especiales contra el financiamiento del terrorismo del año 2001. Estamos hablando 
de las famosas 40+9 del Grupo de Acción Financiera Internacional, conocido comúnmente como GAF!. 
El informe de la evaluación del Fondo Monetario Internacional destacó, entre otros aspectos 
relevantes, la necesidad de realizar un diagnóstico sistema de riesgos de lavado de activos y 
financiamiento del terrorismo a nivel nacional, a efectos de sustentar el desarrollo de una estrategia 
nacional y de elevar la concientización sobre las vulnerabilidades del lavado de activos y 
financiamiento del terrorismo en los integrantes del sistema. 


Uruguay asumió el lavado de activos como una realidad no deseada pero presente y que 
requería de una estrategia de combate. 


Fue así que se comenzó a trabajar en la construcción de un sistema antilavado que, con el 
tiempo, se ha convertido en más sólido. El 18 de abril de 2007 se aprobó la primera estrategia nacional 
contra el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo del Estado uruguayo, y se elaboró un 
documento con una serie de objetivos y metas estratégicas para reducir las amenazas de lavado de 
activos y financiamiento del terrorismo. Este fue el fruto de un trabajo conjunto entre técnicos del 
organismo internacional y de todas las autoridades locales vinculadas con el tema, tanto del sector 
público como del privado. La prevención, detección y represión del lavado de activos en sí mismo, 
como todo lo referente a sus precedentes, implican un corte transversal de la sociedad y la economía 
que requiere la participación de una amplísima gama de actores que involucra a todo el Estado y al 
sector privado en su conjunto. 


Desde el año 2009 Uruguay cuenta con una secretaría nacional antilavado de activos, 
situada al más alto nivel nacional, con dependencia de la Presidencia de la República. Esta secretaría 
fue el órgano funcional encargado de implementar las políticas contra el lavado de activos y el 
financiamiento del terrorismo y de articular la coordinación interinstitucional requerida a esos efectos 
hasta el año pasado. Con la nueva Ley n.”. 19355 de presupuesto, que entró en vigencia el 1. de 
enero del presente año, la secretaría nacional para la lucha contra el lavado de activos y el 
financiamiento del terrorismo sustituyó en todo a la secretaría nacional antilavado de activos, pasando 
a ser un órgano desconcentrado con autonomía técnica. El secretario nacional integra y coordina la 
comisión coordinadora y actúa como coordinador nacional ante el Gafilat y todos los otros organismos 
internacionales en la materia. El órgano por excelencia de coordinación interinstitucional es la comisión 
coordinadora contra el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo creada por el consejo de 
ministros a través del decreto 245/2007, con las modificaciones introducidas por el decreto 146/2012. 
Esta comisión está integrada por el prosecretario de la Presidencia de la República, el secretario 
nacional antilavado, los subsecretarios de los Ministerios del Interior, de Defensa Nacional, de 
Relaciones Exteriores, de Economía y Finanzas, de Educación y Cultura y el gerente de la UIAF del 
Banco Central del Uruguay. La integración de la comisión coordinadora contra el lavado de activos y el 
financiamiento del terrorismo pretende justamente jerarquizar la presencia de aquellos organismos e 
instituciones a los que se les asigna un papel central en el sistema nacional antilavado, asegurando a 
su vez la coordinación del sistema. En el año 2010 se aprueba el informe sobre evaluación sistémica 
de riesgo de lavado de activos y financiamiento del terrorismo del Uruguay, cuyo principal objetivo fue 
evaluar los riesgos en esta área en el sistema nacional uruguayo, a efectos de actualizar la estrategia 
nacional de lucha contra el lavado de activos y financiamiento del terrorismo del año 2007, pero con un 
enfoque basado en riesgos. Esto implica redefinir prioridades y planes de acción y reasignar los 
recursos de manera eficiente, dirigiendo la mayoría de ellos hacia aquellas actividades o sectores que 
hayan sido previamente identificados como los de mayor riesgo. 


Cabe destacar que Uruguay fue el primer país de Latinoamérica en desarrollar un diagnóstico 
de riesgo de lavado de activos y financiamiento del terrorismo a nivel nacional. 


En el año 2012, a través del decreto del consejo de ministros número 289/012, se aprueba la 
estrategia nacional contra el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo basado en riesgos, 
que surge del diagnóstico anterior, siendo nuestro país uno de los pioneros en contar con este tipo de 
documento. La estrategia nacional contra el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo 
constituye la materialización de un conjunto de decisiones tomadas al más alto nivel del gobierno 
uruguayo, orientadas a coordinar los esfuerzos de todos los actores institucionales con competencia en 
la materia, a efectos de prevenir, detectar y reprimir con eficacia la circulación de activos de origen 
delictivo en el país. 


Por otra parte, en el año 2012 la Secretaría Nacional Antilavado solicitó a la Dirección 
Nacional de Impresiones y Publicaciones Oficiales —IMPO- asistencia técnica para compilar la totalidad 
de la normativa antilavado y de los delitos precedentes. Fue así que en el año 2013 comenzó a trabajar 
un grupo de trabajo para la compilación y adecuación normativa en materia de lavado de activos, 
financiamiento del terrorismo y delitos precedentes. Dicho grupo estuvo integrado por el secretario de 
la Presidencia de la república, el prosecretario de la Presidencia de la república, el presidente de la 
Suprema Corte de Justicia, el subsecretario del Ministerio del Interior, los representantes nacionales 


integrantes de la Comisión Especial con Fines Legislativos vinculados al Lavado de Activos y Crimen 
Organizado, el fiscal de corte y procurador general de la nación, los jueces letrados especializados en 
crimen organizado, el gerente de la unidad de información y análisis financiero del Banco Central del 
Uruguay, la directora del banco de datos de la Dirección Nacional de Impresiones y Publicaciones 
Oficiales y el secretario general de la Secretaría Nacional Antilavado de la Presidencia de la república. 


Esta compilación constituye un valioso instrumento para el sistema antilavado de activos del 
Estado uruguayo. No conocemos otro país que tenga un trabajo de esta naturaleza para los 
operadores del derecho y para la población en su conjunto, entre otras cosas, porque además del 
formato escrito se ha realizado un formato digital, permitiendo un acceso más transparente a las 
normas compiladas por parte de cualquier persona y sin ningún costo. La base de datos se actualiza 
mensualmente hasta el día de hoy y cuenta con importantes motores de búsqueda que permite un 
acceso y manejo muy amigable para el usuario. 


Proceso de evaluaciones mutuas del GAFI. Una evaluación mutua consiste en una revisión 
completa del sistema de prevención y combate del lavado de activos y el financiamiento del terrorismo 
que ha implementado un determinado país con la finalidad de examinar el cumplimiento técnico de las 
cuarenta recomendaciones del grupo de acción financiero internacional y, fundamentalmente, el grado 
de efectividad que presenta el funcionamiento del sistema en relación con el riesgo del lavado de 
activos y financiamiento del terrorismo que enfrenta el país evaluado. 


Tanto el GAFI como los grupos regionales que integran el sistema GAFI a nivel mundial 
aplican este procedimiento en forma regular, realizando rondas de evaluación sucesivas que incluyen a 
todos sus miembros. Hasta la fecha, Gafilat —grupo que integra Uruguay— ha completado tres rondas 
de evaluaciones mutuas, habiéndose iniciado en el año 2014 la cuarta ronda. La última evaluación 
mutua realizada a Uruguay fue en el año 2009, en el marco de la tercera ronda de evaluaciones, y se 
basó en el cumplimiento técnico, esto es, en el cumplimiento normativo. La próxima visita está prevista 
para el año 2019. 


A la mencionada fecha Uruguay tiene que ser capaz de demostrar que ha implementado un 
sistema de combate al lavado de activos y financiamiento del terrorismo que cumple con las 
recomendaciones del GAFI y que las aplica eficazmente. Con la actual metodología de evaluación no 
basta con que los países hayan aprobado leyes y reglamentos adecuados, sino que también se 
requiere demostrar la efectividad del sistema implementado para combatir el lavado de activos y el 
financiamiento del terrorismo. Para ello, es necesario presentar estadísticas y casos de éxito que 
evidencien los resultados obtenidos en las diferentes áreas que son objeto de evaluación. La 
metodología establece once resultados inmediatos que, a su vez, se subdividen en más de cien 
cuestiones fundamentales que deben ser analizadas para establecer si el funcionamiento de un 
sistema es eficaz o no. Independientemente del país evaluado, del equipo de evaluadores y del 
organismo que dirija la evaluación —GAF!I, Gafilat, Fondo Monetario Internacional, Banco Mundial, 
etcétera—, esta se realiza siempre aplicando los criterios y las pautas establecidas en el manual para 
evaluadores de Gafilat y se finaliza con la elaboración de un informe final de evaluación. 


Cuando en una evaluación se constatan deficiencias severas en relación con el cumplimiento 
técnico de determinadas recomendaciones consideradas clave o resultados negativos en los 
indicadores de efectividad del sistema, el país puede ser incorporado a algunas de las listas de países 
no cooperantes que maneja el GAFI, listas que se publican y actualizan cada cuatro meses. La 
inclusión en una lista como país no cooperador supone que el GAF!I realiza un llamamiento público a la 
comunidad internacional alertando sobre los riesgos significativos del lavado de activos y el 
financiamiento del terrorismo que presenta el país que ha sido incluido, lo que implica que los demás 
países van a adoptar contramedidas para protegerse de esos riesgos. 


Esto se puede traducir en restricciones a movimientos financieros o comerciales con 
entidades públicas o privadas del país sancionado, encarecimiento de tasas de interés, disminución de 
precios como consecuencia de la realización de la debida diligencia intensificada o directamente en el 
cierre de cuentas bancarias de entidades financieras de dicho país, tal como lo ejemplifica el reciente 
caso de Panamá, lo que en definitiva se traduce en graves consecuencias para la economía en 
general. 


La gravedad de la situación fue expuesta claramente por el ministro de Economía y Finanzas 
de Panamá, el señor Dulcidio de la Guardia, quien declaró: «La principal amenaza que tiene la 
economía panameña en este momento es la lista gris del Gafi; eso es una realidad, algunos bancos 
tienen dificultades para conseguir corresponsales, hay industrias panameñas que no pueden acceder a 
los sistemas financieros internacionales, están bloqueados por parte de los bancos corresponsales». 
En función de lo expuesto es posible concluir que, en el caso concreto de Uruguay, tanto por las 
dimensiones del país como por el grado de apertura de su economía, la inclusión en cualquiera de las 
listas del GAFI tendría consecuencias devastadoras para nuestra economía tratándose de un país que, 
además, posee una escasa capacidad de lobby internacional. 


Asesorías del Banco Interamericano de Desarrollo. En 2014, conjuntamente con una 
consultoría del BID iniciamos una evaluación nacional de riesgos y diagnóstico país de cumplimiento 
técnico y efectividad para la determinación de las brechas existentes entre el sistema antilavado de 
activos de nuestro país y las nuevas exigencias que plantean las recomendaciones del GAF!| a partir de 
2012, sus notas interpretativas y los criterios que surgen de la nueva metodología de evaluación, 
elaborada en febrero de 2013. 


Este complejo proceso continuó durante 2015 y se constituyó en un insumo fundamental 
para las políticas y normas adoptadas en el presente período de gobierno en materia de lucha contra el 
lavado de activos y la financiación del terrorismo, especialmente en lo que respecta a la regulación de 
las Actividades y Profesiones No Financieras Designadas, comúnmente llamadas APNFD. 


La consultoría concluyó que resultaba imprescindible para el control de los sujetos obligados 
no financieros, la creación de una organización cuya función sustantiva fuera el enfrentamiento al 
lavado de activos y el financiamiento del terrorismo. Asimismo, la Secretaría Nacional Antilavado de 
Activos tenía la convicción de que era necesario fortalecer el régimen de supervisión de las APNFD. 
Fue así que se trabajó en la elaboración de una estructura organizativa que tuviera el contralor de los 
sujetos obligados no financieros, como función sustantiva, otorgándose el mismo a la Secretaría 
Nacional para la Lucha contra el Lavado de Activos y la Financiación del Terrorismo. 


A mediados de 2014 iniciamos otra consultoría con el BID para la determinación de la 
capacidad institucional de investigación y sanción del sistema antilavado de activos y contra el 
financiamiento del terrorismo de nuestro país, con el objetivo específico de mejorar la efectividad de las 
actividades de investigación y sanción de los delitos de lavado de activos y financiamiento del 
terrorismo. 


La consultoría concluyó en mayo de 2015 con la emisión de un informe final en el que se hace 
hincapié, entre otras cosas, en la necesidad de desarrollar la investigación patrimonial paralela a los 
autores de los delitos subyacentes de lavado de activos. 


Finalmente, en el año 2014 se analizó otra consultoría con el BID para el diagnóstico y 
mejora de la plataforma tecnológica del Sistema Nacional Antilavado de Activos y el financiamiento del 
terrorismo de nuestro país, con el propósito de mejorar la capacidad de generación, análisis, 
mantenimiento y utilización compartida de datos —información y estadísticas— de las distintas 
instituciones, entidades, organismos y personas con responsabilidad en la materia. 


La consultoría culminó este año con la emisión de un informe final, con un plan de acción que 
contiene los lineamientos técnicos que serán la base del diseño de una plataforma tecnológica, siendo 
un gran insumo para la nueva tarea de supervisión que tiene nuestra secretaría a partir de este año. De 
igual modo, nos permitirá contar con estadísticas concretas y completas sobre los asuntos pertinentes 
a la eficacia y eficiencia del Sistema Nacional Antilavado de Activos, para ser exhibidos en la 
evaluación que se le realizará a nuestro país en el año 2019. 


Como consecuencia del proceso de determinación de brechas de cumplimiento realizado 
conjuntamente por las consultorías y técnicos de nuestro país, algunos de los vacíos identificados 
fueron resueltos por la Ley  n.” 19355, de 19 de diciembre de 2015, cuyos aspectos fundamentales se 
detallan seguidamente. Con el artículo 49 de la Ley de Presupuesto n.” 19355 —que entró en vigencia 


el pasado enero—, se crea la Secretaría Nacional para la Lucha contra el Lavado de Activos y el 
Financiamiento del Terrorismo como órgano desconcentrado, que depende directamente de la 
Presidencia de la república y que cuenta con autonomía técnica. Como ya se dijo anteriormente, esta 
sustituye a la Secretaría Nacional para la Lucha contra el Lavado de Activos y el Financiamiento del 
Terrorismo, manteniendo los cometidos ya asignados, además de los que se agregan en la nueva ley, 
entre otros, el control del cumplimiento de las normas de prevención de lavado de activos y 
financiamiento del terrorismo por parte de los sujetos obligados no financieros. 


Asimismo, estamos trabajando fuertemente en el control de los sujetos obligados no 
financieros; hemos incorporado a nuestra secretaría a profesionales expertos en fiscalización, 
provenientes de la Dirección General Impositiva, que vinieron a desempeñar tareas en comisión. 
Actualmente, esta secretaría cuenta con veinte funcionarios que prestan servicios en comisión  —que 
vienen de distintos organismos del Estado— y dos funcionarios administrativos que provienen de la 
Presidencia de la república. 


Desde el mes de junio a la fecha hemos realizado más de doscientas inspecciones, las que 
se distribuyeron de la siguiente manera: cincuenta y tres a administradores de sociedades, siete a 
comerciantes de metales y piedras preciosas, veintiséis a empresas constructoras, dieciséis a 
escribanos, sesenta a explotadores y usuarios directos de zona franca, catorce a inmobiliarias, tres a 
rematadores y trece a vendedores de arte y antigúedades. Actualmente, se convoca periódicamente al 
comité de relacionamiento con las actividades y profesiones no financieras designadas, nos reunimos 
con el sector inmobiliario —escribanos, inmobiliarias, promotores de inversión—, con el sector 
administrador de sociedades, con el sector rematadores, con el sector zonas francas y con el sector 
casinos. Venimos realizando con cada sector un análisis de riesgos sectoriales y trabajando en la 
modificación del Decreto n.? 355/010, que reglamenta las actividades de cada sector, de modo de 
lograr elaborar un decreto aplicable a cada uno de ellos, que adecue a las propias realidades que tiene, 
con un enfoque basado en riesgos y atendiendo todas las inquietudes planteadas por los sujetos 
obligados. 


Lo que pretendemos es que las actualizaciones de las normas de estos sectores y el 
seguimiento de la aplicación de las mismas, incluso por la propia Senaclaft, se realicen en forma 
bilateral y conjunta entre los representantes de los distintos sectores y la Senaclaft de aquí en más y 
para siempre. 


El 24 de febrero de este año comenzó a funcionar un comité operativo con el objeto de 
redactar una nueva normativa en materia de lavado de activos, de terrorismo, de financiamiento del 
terrorismo y de la proliferación de armas de destrucción masiva, a fin de adecuar nuestra realidad a las 
nuevas exigencias internacionales y, asimismo, atender las necesidades de modificaciones normativas 
en la materia identificadas por los distintos organismos nacionales. Cabe destacar que dicho comité — 
que acaba de finalizar su tarea— estuvo integrado por representantes expertos de los tres Poderes del 
Estado: del Poder Legislativo, con la participación de integrantes de la comisión especial con fines 
legislativos vinculada al lavado de activos y crimen organizado; del Poder Ejecutivo y del Poder 
Judicial, de la Fiscalía General de la Nación y de la Unidad de Información y Análisis Financiero del 
Banco Central. 


En este sentido, corresponde señalar que esta materia ha sido encarada como política de 
Estado, como ha sido siempre, ya que todas las normas en materia de antilavado han sido aprobadas 
por unanimidad, y lo mismo resultó del trabajo de este comité que estuvo integrado por más de 40 
personas. 


En el presente mes hemos elevado al presidente de la república dos borradores de proyectos 
de ley producto de la labor de dicho comité: uno del proyecto de ley integral contra el lavado de activos 
y otro del proyecto de ley integral antiterrorismo. 


En el borrador del proyecto de ley contra el lavado de activos se incorporan temas de gran 
importancia que hacen referencia al asunto que nos ocupa en el día de hoy, por lo que pasaremos a 
mencionar algunos de ellos: incorporación de nuevos delitos precedentes del delito de lavado de 
activos tales como fraude concursal; homicidio por precio o promesa remuneratoria; lesiones graves y 


gravísimas; hurto, cuando sea cometido por un grupo delictivo organizado y cuyo monto real o 
estimado sea superior a 100.000 unidades indexadas; rapiña, cuando sea cometida por un grupo 
delictivo organizado y cuyo monto real o estimado sea superior a 100.000 unidades indexadas; 
copamiento, cuando sea cometido por un grupo delictivo organizado y cuyo monto real o estimado sea 
superior a 100.000 unidades indexadas; abigeato, cuando sea cometido por un grupo delictivo 
organizado y cuyo monto real o estimado sea superior a 100.000 unidades indexadas; asociación para 
delinquir; defraudación aduanera, cuando el monto defraudado sea superior a 200.000 unidades 
indexadas —en este caso el delito de defraudación aduanera podrá perseguirse de oficio- y 
defraudación tributaria, cuando el monto del o los tributos defraudados en cualquier ejercicio fiscal sea 
superior a 2:500.000 unidades indexadas para los ejercicios iniciados a partir del 1.2? de enero de 2017 
y 1:000.000 de unidades indexadas para los ejercicios iniciados a partir del 1. de enero de 2018. Dicho 
monto no será exigible en los casos de utilización total o parcial de facturas o cualquier otro documento 
ideológica o materialmente falso, con la finalidad de disminuir el monto imponible u obtener 
devoluciones indebidas de impuestos. En las situaciones previstas en este punto el delito de 
defraudación tributaria podrá perseguirse de oficio. 


La incorporación del delito fiscal como precedente del lavado de activos, sin duda alguna 
implica eliminar una importante traba en la cooperación internacional en una materia que se ha ido 
convirtiendo en particularmente sensible, sobre todo, a partir de lo establecido en ese sentido por el 
glosario de las nuevas recomendaciones del GAFI emitidas en febrero de 2012. 


En relación con el tema que nos convoca, Panamá no ha incorporado el delito fiscal como 
precedente del lavado de activos y esta es una situación de incumplimiento que este país deberá 
resolver con el GAF!. 


El día 7 de este mes fue realizada la primera visita a Panamá por la Cuarta Ronda de 
Evaluaciones Mutuas. La inexistencia del delito fiscal como precedente del lavado de activos implicará, 
además, una fuerte valoración negativa en materia de cumplimiento técnico y efectividad. 


Corresponde señalar que la falta de transparencia en cuanto a la identificación de los 
verdaderos titulares de las sociedades, sean o no off shore, es uno de los aspectos a eliminar para 
poder desarrollar un combate adecuado al lavado de activos y el financiamiento del terrorismo. 


Con respecto a las sociedades nacionales, se han producido avances pero persisten aún 
vacíos normativos a resolver. Todo ello sin perjuicio de los avances que se han venido produciendo 
sistemáticamente desde el año 2007. En ese sentido, cabe mencionar algunas instancias relevantes: 
instalación del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, que no solo debe verse como un 
instrumento para la recaudación, sino como un tributo censal de primer nivel para el control de todo el 
sistema tributario; eliminación de las SAFI e identificación y registro de los accionistas de las 
sociedades anónimas por acciones al portador. 


Continuando con esta línea de acción, el Poder Ejecutivo ha presentado un proyecto de ley 
que establece normas de convergencia con los estándares internacionales en materia de transparencia 
fiscal internacional y de privación de lavados de activos y financiamiento del terrorismo que en este 
momento se encuentra a estudio de la Cámara de Representantes. Entre otros aportes, para eliminar 
la opacidad, se establece lo siguiente: identificación a partir del 1. de enero de 2017 del beneficiario 
final de toda las sociedades anónimas residentes; comunicación al Banco Central del Uruguay del 
beneficiario final de las sociedades anónimas por acciones al portador antes del 30 de setiembre de 
2017; y comunicación al Banco Central del Uruguay del beneficiario final y de accionistas de las 
sociedades anónimas por acciones nominativas antes del 30 de junio de 2018. En consecuencia, con 
el proyecto referenciado, el borrador del proyecto de ley integral contra el lavado de activos, retoma el 
concepto de beneficiario final. 


Con respecto a las sociedades constituidas en el exterior, que actúen en el país, sin 
establecimiento permanente, no contempladas en el proyecto a estudio del Parlamento, debe 
señalarse que en estos casos también es esencial llegar al conocimiento del beneficiario final para 
desenmascarar las estructuras societarias y lograr absoluta transparencia. En este aspecto, y de 


acuerdo a nuestro sistema, quienes deben jugar un rol preponderante son los sujetos obligados que 
actúan en las transacciones realizadas por estas sociedades. 


En efecto, en el borrador del proyecto de ley integral contra el lavado de activos se refuerza 
lo ya establecido por decreto en el año 2010, esto es, que los sujetos obligados tienen, entre otras 
obligaciones, la de identificar a la persona física que ejerce el control final sobre una sociedad. Esto 
incluye a todas las sociedades extranjeras que realicen transacciones en nuestro país aunque no 
tengan establecimiento permanente. Esto da cuenta de la fundamental importancia que tiene el 
subsistema preventivo integrado por los sujetos obligados y los órganos supervisores para lograr un 
adecuado funcionamiento del sistema nacional que tiene por objeto la lucha contra el lavado de activo 
y el financiamiento del terrorismo. 


El borrador del proyecto de ley que estamos mencionando incorpora, asimismo, nuevos 
sujetos obligados no financieros a reportar operaciones inusuales o sospechosas, a saber: los 
abogados y otros profesionales que presten servicios jurídicos en las mismas condiciones previstas 
para los escribanos. Se producen modificaciones sustanciales en los administradores de sociedades ya 
que ahora serán sujetos obligados los proveedores de servicios societarios, fideicomisos y, en general, 
cualquier persona cuando realice para un cliente alguna de las siguientes actividades: constituir 
sociedades u otras personas jurídicas; integrar el directorio o ejercer funciones de dirección o de 
secretaría de una sociedad, socio de una asociación, funciones similares en relación con otras 
personas jurídicas, o disponer que otra persona ejerza dichas funciones; facilitar un domicilio social o 
una dirección comercial postal, administrativa y otros servicios afines a una sociedad, una asociación o 
cualquier otro instrumento o persona jurídica; ejercer funciones de fiduciario en un fideicomiso expreso 
o instrumento jurídico similar, o disponer que otra persona ejerza dichas funciones; y, finalmente, 
ejercer funciones de accionista por cuenta de otra persona, exceptuando las sociedades que coticen en 
un mercado regulado y estén sujetas a sus requisitos de información conforme a derecho, o disponer 
que otra persona ejerza dichas funciones. 


Continúo con la enumeración de sujetos obligados. Se trata de todas las organizaciones sin 
fines de lucro con o sin personería jurídica; los contadores públicos y otras personas físicas o jurídicas 
que actúen en calidad de independientes y que participen en el asesoramiento o la realización de las 
siguientes operaciones o actividades para sus clientes: promesas; cesiones de promesas oO 
compraventa de bienes inmuebles; administración del dinero, valores u otros activos del cliente; 
administración de cuentas bancarias de ahorro o de valores; organización de aportes para la creación, 
operación o administración de sociedades; creación, operación o administración de personas jurídicas 
u otros institutos jurídicos; promesas, cesiones de promesas o compraventa de establecimientos 
comerciales; actuación por cuenta de clientes en cualquier operación financiera o inmobiliaria; 
preparación o revisión de declaraciones fiscales, y confección, compilación, revisión o auditoría de 
estados contables. 


Con los sujetos obligados actuales, los que se incorporarían con el proyecto de ley y las 
medidas de control que estamos realizando, entendemos que al día de hoy se están tomando todas las 
medidas necesarias para combatir el delito de lavado de activos. Si el sujeto obligado cumple con su 
obligación de realizar la debida diligencia de reportar las operaciones que le resulten sospechosas, 
evidentemente el riesgo es menor y la posibilidad de detectar las actividades delictivas aumenta 
significativamente. 


En los listados que salieron a la luz, ya sea por Panamá papers o Bahamas papers, las 
personas que figuraban relacionadas con Uruguay y vinculadas a casos irregulares ya estaban siendo 
investigadas por la justicia. Recordemos que para que haya lavado de activos debe existir un delito 
precedente, por lo que las personas identificadas en esos listados deben haber cometido un delito 
precedente para que se los haya vinculado con tal delito. 


Ahora me voy a referir a la participación de la Senaclaft en el subsistema represivo. La 
Secretaría Nacional para la Lucha contra el Lavado de Activos y el Financiamiento del Terrorismo 
cumple un rol fundamental en las investigaciones: actúa como auxiliar de la justicia integrando los 
equipos multidisciplinarios designados por el juez. Es así que durante el año 2013 intervinimos en 27 
investigaciones; en 2014 lo hicimos en 21; durante el año 2015, en 35; y en lo que va de 2016, en 48. 


En cuanto a los procesamientos por el delito de lavado de activos, debo decir que hemos 
intervenido en un total de 461, que se pueden desglosar, pero voy a obviar ese detalle que comienza 
en el año 2005. 


A modo de conclusión, cabe señalar que el mundo del lavado de activos es absolutamente 
dinámico y aquellas jurisdicciones que continúen optando por la opacidad podrían llegar a quedar 
aisladas. Los organismos internacionales que se ocupan de estos temas son cada vez más estrictos. 
Además, no todos los países están en iguales condiciones como para enfrentar las sanciones por estar 
incluido en una lista de no cooperantes, donde podrían llegar a estar por cinco años si se tratara de un 
problema de efectividad. Uruguay es un país con una economía muy abierta y escasa posibilidad de 
lobby, por lo que ser incluido en una de esas listas lo colocaría en una situación mucho peor que la de 
otros países, al tiempo que provocaría enormes perjuicios en el relacionamiento internacional, tanto 
desde el punto de vista político como de las actividades económico financieras. Uruguay no tiene un 
alto respaldo para afrontar este tipo de situaciones. Con la aprobación de la ley de transparencia fiscal 
y los dos borradores de proyectos de ley que se encuentran en el Poder Ejecutivo, estaríamos 
cumpliendo normativamente y disminuyendo la posibilidad de que nuestro país sea incluido por el 
grupo de acción financiera internacional en una lista de países no cooperantes en la lucha contra el 
lavado de activos. Todo esto, en tanto las normas sean efectivamente aplicadas por todos los actores 
del sistema y, fundamentalmente, se afecten los recursos necesarios para ello. 


Esto es lo que teníamos para informar, no obstante lo cual nos ponemos a total disposición 
de los señores senadores para responder cualquier pregunta que se nos quiera hacer, tanto en relación 
con este tema como con cualquier otro punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin lugar a duda, la información que se nos ha traído será un muy buen 
insumo para la reflexión y deliberación de esta comisión. El trabajo que ha traído la Secretaría es muy 
exhaustivo y lo felicito por ello. 


SEÑOR DE LEÓN..- Ante todo, quiero agradecer por el informe brindado. Será muy interesante poder 
analizarlo con más detenimiento. Sin lugar a dudas, en estos años la comisión ha hecho un trabajo 
muy importante y se han alcanzado resultados relevantes. 


Concretamente, me gustaría saber qué opinión les merece el proyecto de ley vinculado a la 
transparencia que está a consideración de la Cámara de Representantes, fundamentalmente en lo que 
respecta al secreto bancario. Quisiera saber si ustedes creen que, en ese equilibrio que tiene que tener 
el país, sería importante ir ya hacia la eliminación total del secreto bancario o si lo mejor sería tomar 
una postura intermedia, como la posición que adopta el Poder Ejecutivo en este proyecto de ley u otras 
que también podrían implicar un avance pero sin llegar a esa eliminación total. 


SEÑOR DÍAZ.- El tema esencial del secreto bancario aunque no es tan secreto sino más bien una 
reserva, en función de que siempre se ha levantado por decisión de los jueces penales y de familia— es 
que no se puede anteponer a la secretaría antilavado. Nosotros no podemos valorar el impacto que 
pueda tener el levantamiento o no del secreto bancario a nivel de inversión extranjera porque no 
contamos con los elementos necesarios y creemos que eso sería competencia del Ministerio de 
Economía y Finanzas y del Banco Central. Sin perjuicio de ello, a nivel de los organismos 
internacionales y de nuestro trabajo diario, la eliminación del secreto bancario, exclusivamente 
enfocada desde nuestro punto de vista operativo, sería algo beneficioso. De todos modos, reitero que 
no contamos con los elementos como para saber cómo esto impactaría en otros aspectos de la 
economía, no estamos en condiciones de valorarlo. 


SEÑOR LORIER.- Por mi parte, ante todo quiero saludar y agradecer a la delegación por este informe 
que ha sido tan sustantivo. 


Vamos a hacer una pregunta vinculada con un artículo publicado en la revista Mercadeo, en 
el número correspondiente a mayo-junio de 2016, que decía que estaba en proceso de creación un 
comité operativo para ajustes normativos. También se señalaba que el objetivo era generar una nueva 
ley integral en la materia. Quisiera saber lo siguiente. ¿El comité está efectivamente integrado? ¿Se 


avanzó a partir de esa integración en algún proyecto de ley? ¿Cuáles serían las prioridades del 
comité? A su juicio, ¿cuáles son los huecos de la legislación actual? ¿Y por qué está hablándose de 
una ley integral? A su vez, nos parece importante saber si ustedes consideran que la normativa vigente 
sobre secreto bancario está constituyendo hoy en día un límite a sus potestades de investigación. 


SEÑOR DÍAZ.- El comité empezó a funcionar el 24 de febrero de este año y cuenta con más de 40 
integrantes, continuando con una política que siempre hemos seguido en materia de lavado de activos, 
que nos ha llevado a tener la fortuna de que todas sus normas hayan sido aprobadas por unanimidad 
en el Parlamento. 


Ese comité estuvo compuesto por todos los legisladores que integran la comisión especial en 
materia de lavado de activos y crimen organizado, con quienes realmente ha sido un placer trabajar, 
así como también por representantes de la Suprema Corte de Justicia, los Juzgados de Crimen 
Organizado, el Fiscal de Corte y todas las oficinas o agencias del Poder Ejecutivo que tienen que ver 
con el tema. 


En primer lugar se finalizó con algo que estratégicamente queríamos tener: una ley 
antiterrorismo también integral que, sobre todo, llenara algunos huecos en materia del reconocimiento 
de algunas recomendaciones de Naciones Unidas. No podemos olvidar que hoy Uruguay está 
integrando el Comité de Seguridad de Naciones Unidas. Recientemente ese comité finalizó con lo que 
hemos dado en llamar —con acuerdo de todo el comité— el borrador del proyecto, que fue elevado al 
presidente y que, según las noticias que tenemos, está siendo estudiado por la asesoría jurídica de 
Presidencia. Tenemos la esperanza de que llegue al Parlamento lo más pronto posible. Ya veremos. 


La idea de tener una ley integral se inscribe en esa filosofía de que las normas estén 
sistematizadas de forma tal que faciliten su interpretación para todos los operadores. Entonces, se han 
recogido cosas que andaban sueltas y se enteraron todos. De ahí que surjan interpretaciones que 
parecen novedosas y que están desde el año 2004, cuando fue aprobada la ley madre en materia de 
lavado de activos. 


En definitiva, el comité ya dejó de trabajar y estamos a lo que se decida por parte de 
Presidencia de la república. 


En lo que respecta al secreto bancario, insisto en que para nosotros no es un tema que 
impacte demasiado. En lo personal, entré a trabajar en la administración tributaria con 18 años, en la 
época en que se podía entrar a trabajar a esa edad, con una figura similar al meritorio, lo que da 
cuenta de mi edad. Trabajé en fiscalización sin secreto bancario y nunca tuvimos ningún tipo de 
problema. Ahora bien, a la luz de las investigaciones, siempre señalo, sobre todo en foros 
internacionales —que es donde nos toca representar al país—, que nosotros no podemos hablar 
demasiado de secreto bancario, sino más bien de reserva, porque nuestros jueces, incluso los de 
familia, lo pueden levantar sin ningún problema y realmente lo hacen, fluidamente. Por supuesto que 
los jueces penales también pueden levantarlo. Y el secreto bancario, en función de las normas que 
tenemos, no se puede anteponer a la UIAF del Banco Central ni a la Secretaría Antilavado. Lo que no 
sabemos es si puede tener impacto o no. También es cierto que se han venido perdiendo algunos 
trozos del secreto bancario en función de los intercambios de información en materia tributaria. Ya no 
es lo mismo que teníamos antes. Pero no estaríamos en condiciones, desde nuestra posición, de hacer 
una valoración en cuanto a todo aquello que tiene que ver con inversión, etcétera. 


SEÑOR ESPINOSA.- Otro motivo para generar una ley integral de lavado es que cuando se tipificó el 
lavado en 1998, se asoció a drogas, porque era la situación en ese momento. Está incorporado en la 
ley de drogas, la Ley n.2 14294, y todas las modificaciones fueron sobre esa ley original. 
Entonces, esto creó una dificultad muy grande, y más ahora, cuando estamos hablando de que existen 
más de treinta delitos precedentes de lavado. Esto justifica sobradamente la separación. 


En cuanto a las brechas que habíamos identificado y que dieron motivo al comité operativo 
para redactar una nueva ley, están dadas por la comparación de la normativa uruguaya vigente, que 
estaba bien, pero al modificarse los estándares en el año 2012, hubo temas que quedaron 


desactualizados. Por ejemplo, el delito fiscal se incorporó en 2012. Es decir que se generaron 
necesidades de modificaciones normativas para adecuarnos a los nuevos estándares. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Es un gusto recibir al señor Díaz y a sus asesores, a quienes felicito con mucha 
convicción. 


La exposición realizada es un compendio muy sintético, pero precisamente apunta a lo que 
se señalaba hace un momento: la conveniencia de tener una visión global sobre un tema muy 
complejo, que tiene muchos capítulos y todos muy distintos. 


Digo esto con propiedad, en tanto integré la Comisión de Hacienda del Senado, con el señor 
senador Amorín, y también la Comisión de Asuntos Internacionales durante las dos legislaturas 
pasadas, e informé prácticamente todos los proyectos de ley dirigidos a evitar la doble tributación y el 
intercambio de información. Por ese motivo, me fui especializando en el tema. El caso más 
difícil de todos se dio con Argentina, pero finalmente logramos convencer a buena parte de nuestros 
colegas sobre las bondades de nuestro proyecto de ley. Valoro entonces, muy especialmente, ese 
tema. En este momento actúo como senador suplente de señor senador Pintado, pero de todas 
maneras he seguido atentamente esta problemática y por una razón casual, en esta legislatura, me ha 
tocado informar varios proyectos de ley relativos a la materia. 


Quiero mencionar que entregué al señor Díaz y sus asesores, un documento titulado 
«Nueva embestida contra el secreto profesional», publicado en la revista Tribuna del Abogado, 
redactado por la comisión de derecho tributario del Colegio de Abogados del Uruguay. Con toda la 
modestia y la prudencia del caso, dada la importancia de quienes elaboran este informe, sería bueno — 
más allá de que las preguntas formuladas por el señor senador De León, fueron respondidas con total 
propiedad-— hacer un estudio exhaustivo de los argumentos que se manejan en este artículo y darle, si 
se quiere, un cuerpo formal de explicación de los argumentos que se plantean acá. 


Por otra parte, el proyecto de ley sobre transparencia fiscal internacional y de prevención del 
lavado de activos y financiamiento del terrorismo, que se está considerando en la Cámara de 
Representantes, en su artículo 17 —al que se alude en esta nota sobre secreto profesional del colegio 
de abogados- cita todas las leyes referidas al secreto bancario. Sería bueno encomendar a la 
secretaría que haga una separata —si el señor presidente está de acuerdo— o compendio con todas las 
leyes que refieren al secreto bancario, para que la comisión disponga de ellas al momento de 
considerar el proyecto de ley, y evitar así buscarlas, lo que es bastante tedioso y complejo. 


Me voy a referir ahora a un tema que cambia, en alguna medida, lo que se viene planteando. 
Debo decir que la exposición que se acaba de hacer, así como lo dicho por el exministro Bergara, 
quien expuso hace poco en un foro, guardan similitud. Tengo entonces total confianza, como senador 
del Gobierno, del trabajo que realiza el Uruguay y particularmente la comisión que integran los 
invitados, para avanzar en la transparencia fiscal, en términos muy sintéticos. 


Ahora bien, tengo aquí el libro Panama Paper, El Club Mundial de los Evasores de Impuestos, 
que compré en Madrid, aunque también está en Buenos Aires y en nuestras librerías. Tengo la 
impresión de que cuando se creó la comisión todavía no había salido; se publicó simultáneamente en 
cien países del mundo occidental, pero creo que todavía no está aquí. 


De todos modos, quiero señalar con absoluta consideración y fundamento que, en mi opinión, 
este libro marca un antes y un después en todo lo que refiere a la concepción del lavado de dinero y a 
las enormes implicancias que tiene en Panamá, en los paraísos fiscales de Centroamérica, en 
Delaware, en Nevada —porque también hay en Estados Unidos— y en una islita que hay en el canal de 
La Mancha —hace unos días voté la creación del intercambio de información con ese país—, lugar 
creado por el Reino Unido, y que está cerca de Francia y de Alemania. Me gustaría hacer algunos 
comentarios ya que lo he leído como quien lee una novela —si es que vale usar ese término-— y tiene 
como referencia a John Doe. El término John Doe, en inglés, quiere decir Fulano de Tal o algo 
parecido. 


Al día de hoy todavía no he podido saber quién es este Fulano de Tal. He recorrido América y 
parte de Europa tratando de averiguar quién es, pero nadie ha podido decírmelo. Sin embargo, es una 
figura clave porque fue el nexo entre la filtración de los miles y miles de datos y los dos autores de este 
libro: Bastian Obermayer y Frederik Obermaier. Son dos jóvenes periodistas que en este libro relatan 
parte de la experiencia porque refiere a algunos países o a algunos casos que están especialmente 
vinculados. Obviamente, recomiendo leerlo. 


John Doe es quien tiene la información, y quien le dice a Bastian Obermayer: «Hola. Soy John 
Doe. ¿Te interesaría recibir unos datos? Me gustaría compartirlos». Bastian Obermayer le responde 
que sí, que le interesan mucho y le pide que le envíe más. Cuando le empieza a enviar la catarata de 
información —son miles y miles de datos—, convoca al Consorcio Internacional de Periodistas de 
Investigación —-ICU en español, IClJ en inglés—, cuyo único miembro en Uruguay es el semanario 
Búsqueda. Durante un año cuatrocientos periodistas trabajaron investigando los datos que les había 
suministrado el señor John Doe, que eran realmente sorprendentes en cuanto a su precisión, llegando 
hasta la raíz del problema o muy cerca de ella. 


Quisiera que quedara registrado en la versión taquigráfica de la sesión de hoy la nota que 
escribe John Doe al final del libro —en la página 414—, donde hace una nota él mismo, sin identificarse. 
No sé si ustedes leyeron el libro o si lo conocen. Esta nota es de cinco páginas, resume todo lo dicho 
anteriormente y hace una denuncia catastrófica. En la medida en que no se presenta el nombre, 
siempre es una limitación. Pero los dos periodistas autores de este libro sí son públicos —trabajan para 
una publicación alemana- y los cien periodistas que trabajaron en reserva durante un año también son 
conocidos. 


Quiero señalar que nunca he escuchado -si alguien lo sabe, me alegraría mucho que me lo 
dijera— que alguno de los datos que aquí se manejan no son ciertos. Y es de hacer notar que hay datos 
impresionantes. Hubo un dato, por ejemplo, sobre un famoso tema que hoy está actualizado. Al 
respecto, debo decir que participé de un seminario hace poco en Aladi sobre las relaciones entre 
América Latina y la República Popular China y allí supe que un enorme porcentaje de la inversión en 
América Latina está depositada en paraísos fiscales. Esto se dijo en el informe que se hizo en Aladi 
hace 15 días y también está dicho en este libro. En Islandia un asunto como este provocó que el primer 
ministro renunciara, al igual que lo hizo el primer ministro inglés David Cameron. 


En un párrafo del alegato de John Doe se dice que hasta ahora el discurso más habitual de 
los medios se ha centrado en lo que es legal y lo que se permite en este sistema. Y lo que se permite 
es manifiestamente escandaloso y debe cambiar; sin embargo, no debemos perder de vista otro 
aspecto clave que se menciona en el sentido de que el bufete panameño violó a sabiendas infinidad de 
leyes en todo el mundo y en forma repetida. Creo que este libro debería ser, prácticamente, un material 
de texto, fundamental para conocer el funcionamiento de todo esto. 


No quiero extenderme más, pero sí agregar algunos comentarios. En primer lugar, quiero decir 
al señor Díaz que he quedado muy satisfecho con su informe y con el enfoque que le ha dado. Pero ya 
que esta comisión trata el tema de los Panamá papers, pienso que tal vez en alguna sesión futura me 
gustaría estar presente, aunque no esté actuando como senador. Asimismo, creo que sería bueno 
hacer un análisis político y, sobre todo jurídico, acerca de todas las normas que se violan con la elusión 
fiscal. En el libro se habla de un paraíso fiscal que prácticamente fue creado por el bufete panameño 
Mossack Fonseca en una pequeña isla en el Caribe, y que luego desapareció. A continuación, voy a 
leer algunos datos que me parecen interesantes para tener una idea de la dimensión de este tema. De 
acuerdo a una información difundida el bufete Mossack Fonseca tiene más de 14.000 intermediarios, 
entre bancos y bufetes de abogados en más de 100 países; 214.488 compañías offshore creadas 
durante los últimos 40 años y 500 bancos. Las filiales y sucursales de esos bancos registraron cerca de 
15.600 empresas fantasmas. Solo el HSBC, que está en todos los aeropuertos, creó más de 2.300 de 
este tipo de compañías. Asimismo, más de 140 políticos, jefes de Estado, ministros y funcionarios de 
alto rango de 50 países están vinculados a esas cuentas. Solo en el 2009 Mossack Fonseca creó 
82.000 empresas offshore. El paraíso fiscal más empleado fueron las Islas Vírgenes Británicas, donde 
se registraron más de 113.000 empresas. Panamá y Uruguay están entre los clientes más activos en 
numerosas empresas offshore creadas. Panamá es la segunda jurisdicción a nivel global donde se 
crearon más cuentas offshore. 


En síntesis, señor presidente, creo que este es un tema de una suficiente entidad por lo que 
sugeriría que este libro sea incorporado como material de esta comisión. También sugiero fijar en la 
oportunidad que el señor presidente lo considere oportuno, junto con nuestros invitados, o separados 

—eso se verá—, una instancia de análisis del contenido. Creo que sería después de que la propia 
comisión haya hecho una discusión preliminar del tema e intercambie puntos de vista, porque creo que 
va a ser de una gran utilidad. 


Y termino con lo del comienzo: lo que está dicho en este libro, Los papeles de Panamá —cuyo 
título original es Panamá Papers—, es un antes y un después en el mundo —por lo menos en el mundo 
occidental- en cuanto a todo el tráfico ilegal referido a evasión, elusión, paraísos fiscales, evasión de 
impuestos, etcétera. 


(Dialogados). 
—Gracias, señor presidente, y gracias a todos ustedes por el informe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores miembros de la comisión y señores visitantes: el señor senador 
Baráibar ha sumado elementos; saludo esa actitud porque es verdad que el señor Baráibar en esta 
legislatura está actuando como suplente del apreciado senador Pintado. No obstante, siempre que 
viene al Senado y a las comisiones, interviene en las conversaciones y profundiza en los temas. Por lo 
tanto, lo felicito por la fidelidad que tiene al trabajo parlamentario. Asimismo, aprecio sus sugerencias 
porque también estamos leyendo libros sobre esta situación y sobre los paraísos fiscales, y es bueno 
que los parlamentarios investiguen y profundicen los temas propios de la comisión. 


(Dialogados). 


—Tiene la palabra el señor licenciado Carlos Díaz, y luego los señores senadores Amorín y 
Lorier. 


SEÑOR DÍAZ.- En primera instancia —yo también voy a empezar por el final-, le agradezco 
enormemente al señor senador Baráibar por habernos presentado el libro. Aunque parezca mentira, el 
Observatorio de Análisis Estratégico —que trabaja a nivel de inteligencia con el resto del mundo-—, 
trabaja con este tipo de publicaciones, de las cuales se obtienen datos bastante importantes. Así que lo 
vamos a buscar por donde sea y lo vamos a encontrar. 


Por otra parte, deseo hacer referencia al artículo que se mencionaba, no solo por el artículo en 
sí —debo confesar que no lo conocía, pero el señor Espinosa me habló al respecto porque está 
vinculado a la OCDE-, sino por la temática que nos preocupa. En la prensa de hoy apareció una 
convocatoria del Colegio de Abogados del Uruguay y del Colegio de Contadores, Economistas y 
Administradores del Uruguay, en la cual parecería que se estuviera haciendo referencia al borrador del 
proyecto de ley integral, que, como decía, está a consideración del señor presidente y luego lo estará 
en el Parlamento. En ese sentido, quiero señalar que me he sorprendido enormemente porque ni los 
abogados ni los contadores son sujetos obligados como tales, sino que lo son en tanto desarrollen 
determinadas actividades. Esta es una de las cosas de la lógica que tiene el problema del lavado de 
activos. 


Si los señores senadores me lo permiten —porque estaría cometiendo una infidencia con 
respecto al borrador propuesto—, voy a leer textualmente donde se hace referencia al artículo que ha 
generado tanto problema. Dice así: «Los escribanos, abogados y otros profesionales que presten 
servicios jurídicos cuando participen en el asesoramiento o la realización de las siguientes operaciones 
para sus clientes». O sea, que cuando participen en esas determinadas operaciones serían sujetos 
obligados. Y pasa a detallar las operaciones: «Promesa, cesiones de promesa o compraventa de 
bienes inmuebles. Administración de dinero, valores u otros activos del cliente. Administración de 
cuentas bancarias, de ahorro o valores. Organización de aportes para la creación, operación o 
administración de sociedades. Creación, operación o administración de personas jurídicas, 
fideicomisos, trusts u otros institutos jurídicos. Promesas, cesiones de promesa o compraventa de 


establecimientos comerciales. Actuación por cuenta del cliente en cualquier operación financiera o 
inmobiliaria». 


Salvo lo vinculado a las compraventas, lo demás ya estaba establecido. Quiero precisar esto 
porque además, en esa oportunidad había muchos abogados en el grupo de trabajo y se trató de que 
esto quedara claro. Y sigue el artículo: «Los abogados mencionados en el presente numeral no estarán 
alcanzados por la obligación de reportar transacciones inusuales o sospechosas con respecto a la 
información que reciban de sus clientes, en el marco del ejercicio de derechos de defensa». ¿Por qué 
el comité de abogados lo estableció? Porque la recomendación del GAFI lo establece, pero aquí dice 
que serán todas las personas que intervengan en estas transacciones. En modo alguno tienen por qué 
ser abogados porque pueden no haber dado la última materia. Lo mismo sucede con los contadores, 
que están obligados en tanto realicen determinadas actividades. No están comprendidos 
genéricamente. Esto es algo muy importante; sería demencial violar cualquier norma vinculada al 
derecho de defensa, más aún por la propia integración del comité. 


Quería señalar eso porque me sentí un poco sorprendido; me parece que esta era una de las 
cosas que debía remarcar. ¿Los contadores están un poco inquietos? Deben tener en cuenta que esto 
es en tanto realicen determinadas actividades, como la confección de los estados contables —ni 
siquiera la contabilización— y de las declaraciones juradas. No hay muchas más cosas que los hagan 
ser sujetos obligados. 


Ruego que me permitan decir algo y no se trata de que quiera bajar el nivel. Siempre digo 
que el escribano está obligado en tanto participe de una compraventa, no si va a comprar al 
supermercado; no está obligado per se por su calidad de escribano, como tampoco lo están el abogado 
o el contador. 


Entonces, estamos muy lejos de ese escenario que se está planteando. Quería señalar esto, 
sobre todo, en relación a ese artículo. No hay ninguna cosa que haya cambiado ni ningún ánimo en 
ese sentido. Estamos tratando de trabajar —este es otro de los aspectos que quiero enfatizar— y, a 
propósito de todos estos temas, hemos formado grupos de trabajo —con las cámaras y con 
representantes de los grandes estudios—, vamos al interior, etcétera. Ellos fijan la periodicidad de las 
reuniones y, como bien decíamos cuando hicimos nuestra primera exposición, pretendemos que esto 
siga para siempre y que, incluso, vaya regulando la actuación de las dos partes. Esta es una nueva 
concepción al tener en cuenta si el Estado se está excediendo en algún aspecto. Si alguien está 
perdiendo un negocio, también lo está perdiendo el país porque, en última instancia, de eso se trata 
todo esto. Más allá de que haya un organismo internacional que nos esté regulando, están los 
intereses del país y tenemos que cuidarlos entre aquellos actores que son fundamentales y nosotros 
que, en todo caso, somos secundarios en todo esto. 


De esa forma estamos trabajando y pensamos seguir haciéndolo; nos estamos reuniendo y 
también lo seguiremos haciendo. Es más; les hemos propuesto que ellos redacten los decretos 
reglamentarios. Les hemos dicho que, si vamos a cambiar, que ellos redacten los textos y nosotros los 
cuestionamos y corregimos. Ese es el talante con que, de alguna manera, se puede denominar algo 
con lo que se está manejando el tema con mucho gusto. No sé si me quedó algo para responder. 


SEÑOR AMORÍN.- Primero, quiero decir que me alegra de verdad el criterio con que se está 
manejando el tema y, sobre todo, las últimas palabras de nuestro invitado. Me parece que está bien y 
que de eso se trata. Aquí tenemos que conciliar las presiones internacionales con el interés del país y 
eso no es sencillo; es fácil irse de una punta a la otra. 


No creo que, en realidad, haya un antes y un después del libro llamado Panamá papers sino 
de la crisis del 2008. Creo que eso fue lo que, de alguna manera, cambió al mundo, no tanto respecto 
al lavado de activos —-que tenía que ver con muchas cosas antes-—, sino a su consideración como delito 
precedente de la evasión fiscal, que va a ser el gran tema. 


Respecto al tema hay tres propuestas, dos que han enviado nuestros visitantes y otra que hoy 
ya tenemos en el Parlamento, en la Cámara de Representantes y que, seguramente, va a ser bien 


importante. 


Por mi parte, tengo la impresión de que lo que de verdad vulnera el secreto profesional es ese 
artículo 17 y no el texto que acaba de leer nuestro invitado que me parece que, con esa frase final, de 
alguna manera atempera fuertemente lo que dije antes, en la medida en que el derecho de defensa 
está absolutamente resguardado. 


Es posible que el texto no tenga que mencionar a abogados, contadores o procuradores que 
intervienen en una compraventa porque, seguramente, tendrían las mismas obligaciones que los 
demás, así como tampoco a otras actividades, profesiones o títulos intermedios porque también 
tendrían las mismas obligaciones. Me parece que debe quedar claro que no se «es» en calidad de 
abogado sino en calidad de intervenir en una operación. Cuando el abogado está ejerciendo el derecho 
de defensa, el secreto profesional está cerrado con cinco candados. Esto debe estar en esta ley y, 
también, desde mi punto de vista —esto es una opinión y no una pregunta— en el artículo 17 de la otra. 


Me parece que fueron muy claros con respecto al tema del secreto bancario y creo que allí 
también hay que hacer algunos equilibrios. Ustedes nos dijeron que, hasta ahora, no han tenido 
inconvenientes cuando se solicita el levantamiento del secreto bancario para alguna operación a través 
del juez penal o de familia. Quiere decir que no hay impedimentos para saber qué está pasando con 
las cuentas de una persona que debe, por ejemplo, la pensión alimenticia, o que se supone que está 
cometiendo un delito que lleva al lavado, por un delito precedente, y eso se puede probar a través de 
las cuentas bancarias. Me parece que eso también está bien y que es importante hacerlo. 


Es obvio que la OCDE -y el contador Espinosa seguramente conoce más el tema— está 
presionando a todos. Hay una presión de los países centrales para saber qué está pasando con los 
dineros de sus nacionales depositados en el resto del mundo, o las inversiones de sus nacionales en el 
resto del mundo... 


SEÑOR LORIER.- ¿Ellos se preocupan por el dinero que está depositado en los propios paraísos 
fiscales en estados de Estados Unidos o —como se mencionó ahora— en esa isla que corresponde a la 
jurisdicción del Reino Unido? ¿También se preocupan por eso, señor senador? 


SEÑOR AMORÍN.- Con el señor senador Lorier tenemos una vieja discusión, pero en este caso 
seguramente estemos los dos del mismo lado. Estamos preocupados porque las potencias centrales 
están solicitando cosas a los países periféricos por un interés personal. Obviamente, me gustaría que 
si todo el mundo entra en todos estos convenios multilaterales donde hay que mostrar las cuentas 
bancarias de todos los nacionales de otros países a fin de año, Estados Unidos también lo haga, pero 
seguramente no va a suceder. Es probable que nosotros lo hagamos por lo que aquí se leyó, con 
bastante claridad, de las sanciones que pueden venir del GAF| o de la OCDE. Los países como el 
nuestro, que son chicos, que tienen que estar abiertos al mundo y que van a crecer hacia afuera, 
pueden tener dificultades si los sancionan, si los ponen en las listas grises o en las negras. Creo que 
esas son las cosas que debemos manejar; son los equilibrios que hay que tener. No podemos negar 
que tenemos presiones. No sé si, al final —como bien se dijo aquí— para el Uruguay es bueno o no 
levantar el secreto bancario indiscriminadamente. Sé que nos lo están pidiendo, pero habrá que 
estudiarlo y trabajar. Estamos todos para ayudar a que el país salga lo mejor posible y, por supuesto 
que también para que haya transparencia, porque nadie quiere opacidad. Ahora, tenemos la obligación 
de observar las visiones de los ciudadanos, del país y de los organismos fiscalizadores. Si a la 
impositiva le decimos que todos los días se van a decir los cambios que hacemos, qué dinero entra y 
qué dinero sale, seguramente va a decir que sí porque cuanto más poder tengan, más van a poder 
fiscalizar. Ahora, del otro lado está el interés del ciudadano y el derecho a la intimidad. 


Creo que esa es la gran discusión. Esta comisión tuvo un origen distinto al de ahora, por lo 
menos así lo decía la prensa, y el presidente, que fue el que lo propuso, lo puede aclarar. Estaba el 
tema de la comisión de Ancap, aparecieron algunos nombres en los papeles de Panamá y se dijo: 
«Vamos a fondo en los papeles de Panamá para ver quién está metido y quién, no». Después 
aparecieron otros nombres y se empezó a hablar de otras cosas, como de qué podemos hacer en el 
futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que nunca promovimos una investigadora y quizás haya que 
revisar las versiones taquigráficas. 


Además quiero decir que, para ver dónde introducíamos este tema, en tres oportunidades le 
aclaré a la bancada del Frente Amplio, mi partido, que no se trataba de una comisión investigadora; es 
más, afirmé que era un tema para tratar las fisuras del sistema y para abundar en la elusión, porque lo 
que corresponde a la evasión es potestad de la DGI. Por eso es que, hablando en plata, no le dimos 
mucha bolilla a los enormes listados que nos presentaba la prensa; no nos interesaban los apellidos y 
en este ámbito nunca manejamos ninguno porque eso es materia de la DGI. Nosotros queríamos 
avanzar precisamente sobre lo que dejaba al desnudo esta circunstancia de Panamá sobre el tema de 
la elusión. Por supuesto que ese tema está vinculado a quienes nos visitan hoy, pero además es un 
tema de justicia tributaria. 


Eso fue lo que dijimos cuando promovimos la comisión y debemos decir que influyó en todos 
los señores senadores, porque se votó por unanimidad de 31 en 31 presentes. 


SEÑOR AMORÍN.- ¡Vale la aclaración! 


En definitiva, en esta comisión se trata de cómo vamos a legislar. Hay un proyecto de ley en la 
Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes que tiene que ver con la adaptación a lo que 
pide la OCDE y el tema del secreto bancario, el secreto profesional y todo esto que es muy complejo. 
Espero y supongo que en un corto plazo también tendremos las dos iniciativas que ustedes han 
elevado a la Presidencia de la república. 


Normalmente, este tipo de proyectos de ley se tratan en la Comisión de Hacienda; en la 
Cámara de Representantes seguramente es así y no sé qué pasará cuando lleguen al Senado; ya se 
resolverá si lo trata esta comisión o la de hacienda, porque evidentemente son temas que tienen que 
ver con la finalidad de esta comisión. 


No pido que me digan el contenido de estos dos proyectos de ley, pero si han leído algunas de 
sus características principales, les solicito que en cinco minutos me digan cuáles creen que son los 
cambios más importantes que pueden modificar la vida cotidiana de la gente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR DÍAZ.- Obviamente, la evaluación que el señor senador me pide es subjetiva, pero creo que 
los dos aspectos más importantes son los que tienen que ver con la inclusión del delito fiscal como 
delito precedente y la profundización en la identificación del beneficiario final. 


Después tenemos la inclusión de todas las organizaciones sin fines de lucro y de los 
abogados puestos como a nombre propio —por decirlo de alguna manera-, que no estaban incluidos en 
la mayoría de las obligaciones que leí, porque —como decía el señor senador— «la persona que hace tal 
cosa» ya estaba, pero ahora pusimos el nombre del abogado. Quizás sea anecdótico, pero vale la 
pena expresarlo sin ningún tipo de animosidad, porque se nos decía «ustedes no tienen los 
abogados». Nosotros somos evaluadores, yo soy el cocoordinador del comité de evaluadores de 
Gafilat, que está compuesto por diecisiete países. Se nos preguntó por qué no los poníamos y lo cierto 
es que son sujetos obligados en tanto se involucren en las acciones que leí anteriormente. 


Yo no creo que le cambie la vida a la gente —como bien se decía— la incorporación de otros 
delitos como, por ejemplo, la rapiña, el abigeato, etcétera, que pueden tener enorme trascendencia 
para algunos sectores como la campaña y el interior del país. Sin embargo, parecería que lo realmente 
importante son estos aspectos. Las organizaciones sin fines de lucro tienen un espectro grande. 
Nosotros no hicimos hincapié en eso pero ya que lo menciona voy a decir que la Senaclaft tiene 
autonomía técnica absoluta y en esos carriles se ha movido y continuará haciéndolo. No nos 
corresponde tomar decisiones políticas aunque, teniendo en cuenta la génesis del crimen organizado, 
sí podríamos fundamentar por qué entendemos que puede ser buena cosa incluir a determinados 
sujetos obligados. No porque hoy se esté produciendo una situación irregular en ese sector sino 


porque eso ya está sucediendo en otros países y pretendemos que eso no ocurra aquí en el futuro. 
Hablando claro, en cuanto a los partidos políticos, no es que hoy veamos algún problema pero puede 
haberlo dentro de veinte años. De todos modos, si hiciéramos una valoración en ese sentido, nos 
estaríamos excediendo, puesto que es a ustedes a quienes les corresponde hacerla. Creo que estos 
son los grandes puntos. Debemos tener en cuenta que ese borrador que ha trascendido era un 
documento reservado. Se pidió reserva a los cuarenta integrantes de la comisión y alguien lo habrá 
dado, pero es algo de quince días antes o después; no es para rasgarnos las vestiduras pero parecería 
que ha habido algunas interpretaciones que no tienen que ver con lo que queremos decir. Esto ya nos 
ha pasado con otros temas y no nos agravia demasiado. 


SEÑOR LORIER.- Antes de hacer mi última pregunta, quiero decir que entiendo que están soportando 
muchas presiones y realmente se necesita entereza, firmeza de principios y también capacidad de 
negociación, tal como lo han demostrado, para afrontar una cuestión del volumen que se ha 
mencionado. Sinceramente, quiero trasmitirles que estamos orgullosos de tenerlos en las 
responsabilidades que desempeñan. 


Concretamente y vinculado a lo que planteaban de que con respecto a algunas cuestiones lo 
mejor es anticiparse, mi inquietud tiene que ver con que hace aproximadamente un mes y medio, 
apareció en Argentina otra zona opaca vinculada con los papeles de Bahamas. Esto también tiene 
como fuente el mismo equipo de profesionales periodistas que están trabajando a escala mundial. 
Nosotros estuvimos esperando que aquí surgiera por parte del semanario que tiene el estudio de estos 
papeles, algún tipo de información similar pero todavía no hemos tenido acceso. No sabemos si eso se 
debe a que el semanario está trabajando en esto o si no piensa dar la información. ¿Ustedes tienen 
algún dato al respecto? 


SEÑOR DÍAZ.- Nosotros conocemos un poco la estructura —que es muy desestructurada— de la 
información manejada en Panamá papers, en Bahamas papers y en Commonwealth. Aparentemente, 
hay máquinas que han sido copiadas, y no hay motores de búsqueda eficientes que permitan navegar 
en la información, sino que hay que buscar en forma artesanal, incluso pasa con la que fue liberada. 
Vale la pena hacer un paréntesis, en el sentido de que para nosotros buscar no es un tema nuevo — 
tenemos algunas bases de datos—, sino bastante habitual. Buscamos a partir de alguien que haya 
cometido un delito que pueda constituirse como precedente de un lavado de activos. El solo hecho de 
que una persona esté incluida en una jurisdicción fuera de nuestro país, no implica ningún llamado de 
atención en especial, si no está vinculado con una situación que por lo menos haga suponer que 
estamos frente a un delito. Estamos vigilando permanente, a través de nuestro observatorio, todas las 
situaciones que se están dando. También —como citamos en el informe—, generalmente nosotros 
participamos en los equipos multidisciplinarios de investigación, sujetos al debido sigilo. 


Otro aspecto que quiero señalar es que quienes están participando en la investigación 
responden exclusivamente al Juez, no pueden comunicarlo al jerarca porque serían pasibles de una 
sanción penal. La práctica de manejar esta información durante años nos ha permitido tener una 
visualización, no solo de este problema de Panamá, sino de muchas otras jurisdicciones en las cuales 
hay esa opacidad. Este es un problema de jurisdicciones poderosas y no tan poderosas. 


SEÑOR ESPINOSA.- Hay un buscador del consorcio internacional de periodistas que consolidó la 
información de Bahama papers, de Panamá papers y de un tercero llamado offshore leaks que es de 
otro grupo de información que obtuvieron. Eso tiene un buscador que el Observatorio de Análisis 
Estratégico utilizó y no surgieron coincidencias con Uruguay de esta nueva información. Pero como 
decía el licenciado Díaz puede haber otro tipo de información que no esté disponible en el buscador 
que la estén manejando los periodistas, por lo que no puedo estar seguro de que no vaya a aparecer 
Una nueva. 


SEÑOR DÍAZ.- Más allá de los nombres, lo que a nosotros nos interesa son los mail o ese tipo de 
cosas que puedan estar manifestando alguna situación irregular. 


SEÑOR LORIER.- Nosotros sentimos que ustedes tienen una fuerte carga en sus hombros con 
respecto a este trabajo, pero nos parece que la parte institucionalmente política tiene que estar atenta, 
apoyando este tipo de cosas. Me parece que esta comisión, en el fondo, tiene mucho que ver con eso, 


con defender el interés nacional. El que crea que acá hay otra cosa está equivocado. Aquí estamos 
defendiendo el interés nacional, como bien lo señalaba también el señor senador Amorín. Nosotros no 
estamos en el papel de inquisidores ni buscamos nombres. En ningún momento se han manejado 
nombres. Aquí, como incluso en nuestra pregunta se establecía, se está legislando, y vacíos puede 
haber. 


Pero como esto es muy dinámico y esta es una realidad que todos los días avanza, me 
pregunto si esta comisión no tiene una función más extensa de lo que pensábamos anteriormente. 
Quizás los partidos que la integramos  —porque cada uno de nosotros responde a los sectores que 
aquí nos han colocado— podríamos estar informando de las novedades o de aquellos elementos que 
ustedes entiendan que es necesario que sean conocidos por los actores políticos, que para nosotros 
son o deben ser una parte sustancial en el combate a las irregularidades en este campo. 


Esta es la reflexión que quería hacer a raíz de este intercambio tan positivo que hemos 
tenido en el día de hoy. 


SEÑOR DÍAZ.- En su momento omití —y quería dejar esa constancia en forma expresa- el 
agradecimiento por los elogios a la tarea que nosotros hacemos, pero no resulta tan difícil soportar 
presiones, que tampoco recibimos demasiadas. Quizás nuestra principal exposición sea cuando 
trabajamos en la investigación del narcotráfico y ese tipo de cosas. Pero lo importante es que nunca 
nos sentimos solos. Hemos tenido, por ejemplo, una relación excelente con los parlamentarios —y hago 
hincapié en esto— de todos los partidos. Quiero destacar la familiaridad, el apoyo y el consejo que a 
uno tienen que darle, porque uno es un poco impulsivo y hay veces en que hay que morder fuerte en 
estos temas. De manera que sentimos que no estamos solos, más aún con los compañeros que 
tenemos, que voluntariamente se han entregado a la tarea y no tienen horario. Tal vez ya es hora de 
que nos hayamos ido, pero trabajamos con mucho gusto y con mucho apoyo, como el que recibimos 
de los señores senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero realizar un par de aclaraciones, para ampliar lo que dije anteriormente. 


Cuando estudiamos la fórmula de ofrecerles a las bancadas la creación de esta comisión, 
entendimos que no procedía la integración de una investigadora porque, además de lo que dije 
anteriormente, el Parlamento no puede investigar a privados —esto está claramente definido en la ley 
de investigadoras- y, por otro lado, porque esta es una actividad reconocida en el Código Tributario, es 
decir, es una actividad legal. Lo que ocurre es que tenemos algún matiz en cuanto a cómo hacemos 
que estas personas tributen, porque aquí se reconocieron, por parte de la Dirección General Impositiva, 
las dificultades que hay para llegar a estas sociedades, en el caso de las offshore. Por lo tanto, no 
procedía, bajo ningún punto de vista, una investigadora, porque además para que pueda constituirse 
tiene que haber una presunción de ilícito o irregularidad y nosotros no teníamos, por los múltiples 
artículos periodísticos, esa presunción. Yo también he leído muchos libros sobre esto. Por ejemplo, he 
leído al célebre tributarista francés Zucman, que tiene solo 30 años y es un fantástico técnico en la 
materia. Este profesional no habla de delitos personales; eso lo perseguirá el Poder Judicial o los 
institutos fiscales de cada país. Nosotros, como Parlamento, nos tenemos que dedicar solamente al 
tema de la elusión, que es legislar sobre esas fisuras que podría tener el sistema. 


Antes de darle la palabra al señor senador Baráibar, quiero decir que esta comisión podría 
tratar el proyecto de ley de transparencia fiscal, que está a consideración de la Cámara de Diputados. 
También lo podría hacer la Comisión de Hacienda, pero la primera presentación que hizo el Ministerio 
de Economía y Finanzas aquí aludía directamente a la transparencia global y al Panamá papers. Por 
eso, como presidente de esta comisión, voy a hacer el esfuerzo para que ese asunto se debata en este 
ámbito. Luego de lo que hemos trabajado, con la seriedad y profundidad que lo han hecho quienes han 
venido, esta comisión merece ser la que analice este proyecto. Por supuesto que tendremos 
tremendas discusiones, pero creo que esta comisión se ha especializado en el tema. 


También voy a proponer a las bancadas que esta comisión siga actuando esporádicamente 
hasta que finalice la Legislatura, de modo de poder hacer un seguimiento de todos los instrumentos 
que van llegando para ser aprobados por el Parlamento. El Senado no tenía una comisión de esa 
naturaleza y creo que esta puede ser el receptáculo de todas esas deliberaciones. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Se ha mencionado el papel de la OCDE, la influencia de los países 
desarrollados y la política que aplica a los subdesarrollados. Al respecto, hay un artículo muy complejo 
y de fondo —no lo traje hoy y lo dejo, tal vez, para una próxima sesión- que plantea que el tema tendría 
que salir de la OCDE, que es de los países desarrollados, e ir al órgano especializado de las Naciones 
Unidas, que es de todos. 


En segundo lugar, quiero hacer una sugerencia al Parlasur. Cuando se entienda conveniente 
—después de que la comisión haya estudiado el tema de los Panamá papers o cuando se crea 
oportuno—, me gustaría que invitáramos a Bastian Obermayer y Frederik Obermaier a visitar los 
parlamentos del Mercosur. Creo que podría ser muy interesante y generaría una revolución. 


En tercer término, me quiero referir al Observatorio de Análisis Estratégico al que se hizo 
referencia. Quiero decir que yo pongo a disposición mi archivo y mi biblioteca —debo tener más de 
50.000 libros—, ya que he venido trabajando en este tema desde hace muchos años. No digo que lo 
tenga todo, pero sí que tengo mucho, y lo pongo a disposición. 


Por último —y no lo tomen como un atrevimiento— aclaro que me interesaría participar de ese 
observatorio, con una sola condición: hacerlo en forma honoraria, al igual que lo es mi participación en 
el Parlamento nacional y en esta comisión en el día de hoy. En las mismas condiciones, en forma 
absolutamente honoraria, estaría dispuesto a participar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La comisión ha tenido el gran honor de recibir al licenciado Carlos Díaz, al 
contador Daniel Espinosa y a la doctora Lorena Falabella, con quienes seguiremos en contacto, porque 
esperamos que esta comisión tenga larga vida. 


SEÑOR DÍAZ.- Quería agradecerles el excelente trato que, como siempre, nos han dispensado. 


En cuanto a aportarles aspectos sustanciales que entendamos puedan ayudarlos en su 
trabajo, sin duda que lo haremos. Además, desde ya les digo que nuestra filosofía es la de tener las 
puertas totalmente abiertas y con mucho gusto venir a tratar aquí el tema que deseen. El señor 
senador Baráibar se ofrece a ir allá y nosotros con mucho gusto aceptamos. 


Realmente, hace bien que las cosas se sepan. Hoy, por ejemplo, tenemos una serie de 
publicaciones en prensa que no se habrían producido si tan solo nos hubieran llamado o preguntado, y 
lo lamentable es que generan confusión y perjuicio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por haber concurrido. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 16:30). 
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